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INSCRIPCIÓN CONCURSO DE MÉRITOS – ACTO DE CARÁCTER GENERAL, IMPERSONAL Y ABSTRACTO / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. “[L]as accionantes consideran que las razones por las cuales quedaron inscritas en un cargo diferente al que realmente aspiran, se debe a circunstancias que no les son imputables a ellas, sino a un problema con la plataforma SIMO, usada por la accionada para esa actividad, con lo que actualmente se están viendo  quebrantados sus derechos constitucionales, por tanto pretenden que se deje sin efectos un acto de carácter general y abstracto, como es el de la inscripción en dicha convocatoria, para que se le garanticen sus derechos fundamentales al debido proceso, el acceso a cargos de carrera, y el trabajo, entre otros. Así las cosas, y como viene de decirse, en este asunto no es procedente entrar a analizar los efectos de una situación derivada de una norma de carácter general, en atención a lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 así: “La acción de tutela no procederá… Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto” (…) Teniendo en cuenta las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que las señoras Ángela María y Nancy tienen la posibilidad de hacer uso de los mecanismos legales como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, en las que se puede solicitar incluso la suspensión provisional de los actos administrativos que consideran violatorios de sus derechos. En concordancia con lo anteriormente expuesto, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala, no queda alternativa diferente declarar improcedente el amparo constitucional invocado.”. 
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ASUNTO

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por las señoras ÁNGELA MARÍA LÓPEZ JARAMILLO y NANCY AGUIRRE RAMÍREZ en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL,                                                                                                                           de ahora en adelante CNSC, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso y otros. 
ANTECEDENTES
De los hechos consignados en el escrito de tutela se pueden extraer como relevantes para el presente asunto los siguientes: 

· Las señoras Ángela María y Nancy se inscribieron en la Convocatoria N° 426 de la ESE salud Pereira, llevada a cabo por la CNSC para el cargo de Auxiliar de Enfermería, pero por errores en la plataforma del SIMO quedaron inscritas como aspirantes al cargo de Técnica Administrativa, para el cual no cumplen los requisitos, ni es de su interés. 

· La señora Nancy Aguirre por su parte es auxiliar de enfermería, y desde hace 21 años desempeña esa labor en la ESE Salud Pereira. En la mencionada convocatoria se inscribió para participar como auxiliar en salud, e ingresó todos los soportes para ello, pero inexplicablemente, y al parecer por errores en el sistema quedó inscrita como técnico administrativo.
· La misma situación presentaron otras compañeras, quienes tuvieron dificultades con la plataforma SIMO, una de ellas por ejemplo quedó inscrita como auxiliar de enfermería en el municipio de la Unión, Departamento de Nariño, cuando realmente se inscribió para Pereira, Risaralda y otras dos participantes para el cargo de auxiliar de enfermería quedaron inscritas en el de técnico administrativo. Adicionalmente, se enteraron que el mismo tipo de reclamación se presentó con la convocatoria del personal docente, lo que quiere decir que se trata de una falla reiterada de la plataforma SIMO. 
· En vista de la situación presentada solicitaron a la CNSC la revocatoria directa del acto administrativo de inscripción, aun cuando actualmente no se ha cerrado el periodo de inscripciones, pero les han negado esa posibilidad, y dan respuesta a su situación como si se tratara de un error cometido por ellas. 
Por todo lo anterior solicitaron que se ordene a la CNSC inscribirlas en el cargo de auxiliar en salud. 
TRÁMITE PROCESAL

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 21 de febrero del presente año, y fue admitida mediante auto del día siguiente, por medio del cual se ordenó correr traslado a la CNSC y se ordenó  y de manera oficiosa se vinculo a la E.S.E SALUD PEREIRA; igualmente se ordenó oficiar a las señoras PAOLA ANDREA CUERVO MARTÍNEZ, LILIANA VALLEJO HIGUITA, MARIA NATALIA ÁLVAREZ ARDILA y LUISA FERNANDA DUQUE VÁSQUEZ, para que corroboraran si en efecto sufrieron percances en la plataforma SIMO para la inscripción de convocatoria referida anteriormente.

RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS Y VINCULADAS
SEÑORA PAOLA ANDREA CUERVO MARTÍNEZ: señaló que efectivamente en el momento en que realizó su inscripción en el área de auxiliar en salud resultó inscrita como técnico administrativo, igualmente indicó que al enterarse del error ocurrido, la plataforma no las dejó cambiarlo. 
LILIANA VALLEJO HIGUITA: dijo que en el mes de enero del presente año intentó inscribirse en el concurso de la Superintendencia, el cual presentó diferentes fallas, por lo que nuevamente pagó el valor del PIN y la volvieron a inscribir, sin embargo le informaron que no estaba registrada, posteriormente fue ayudada por una compañera, con lo que aparentemente ya se solucionó el percance. 

COMISIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL: en primer lugar hizo referencia a las causales de improcedencia de la acción de tutela, por lo que para el caso concreto señaló que en una de ellas está inmersa la presente acción, toda vez que con ésta se pretende contrariar el contenido del Acuerdo No. CNSC 2016100001276 de julio del año anterior, por medio de la cual se convocó a concurso abierto de méritos para proveer a los empleos vacantes de la planta de personal de Sistema General de Carrera Administrativa de las Empresas Sociales del Estado, la Convocatoria No. 426 de 2016 y sus acuerdos modificativos, los cuales son actos administrativos de carácter general, impersonal y abstracto, que surten efectos pues no se han declarado nulos, ni han sido objeto de suspensión. 
Por lo tanto, las accionantes cuentan con otro mecanismo dispuesto en el ordenamiento jurídico, dentro de la especialidad contencioso administrativa, con sus diferentes mecanismos de control. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en determinar si es viable dejar sin efectos las resoluciones proferidas por parte de la CNSC, dentro de la Convocatoria 426 de la ESE Salud Pereira, por medio de las cuales las señoras Ángela María López Jaramillo y Nancy Aguirre Ramírez quedaron inscritas como participantes para proveer a la vacante de técnico administrativo, y en su lugar se ordene a dicha entidad inscribirlas en el cargo de auxiliar en salud. 

La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
En ese orden de ideas, es necesario anotar que el Decreto 2591 de 1991 estableció las causales específicas de improcedencia de la tutela, indicando que ella no procede cuando se presenta una de las siguientes hipótesis:

i) existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus

iii) Protección de derechos colectivos

iv) Casos de daño consumado

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez, tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria. 

De allí que sea evidente que uno de los requisitos de procedibilidad de la acción constitucional es la subsidiariedad, lo que se traduce en que no se puede acudir a ella suplantando medios judiciales existentes y ordinarios.
La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

En el caso sub lite, las accionantes consideran que las razones por las cuales quedaron inscritas en un cargo diferente al que realmente aspiran, se debe a circunstancias que no les son imputables a ellas, sino a un problema con la plataforma SIMO, usada por la accionada para esa actividad, con lo que actualmente se están viendo  quebrantados sus derechos constitucionales, por tanto pretenden que se deje sin efectos un acto de carácter general y abstracto, como es el de la inscripción en dicha convocatoria, para que se le garanticen sus derechos fundamentales al debido proceso, el acceso a cargos de carrera, y el trabajo, entre otros. 
Así las cosas, y como viene de decirse, en este asunto no es procedente entrar a analizar los efectos de una situación derivada de una norma de carácter general, en atención a lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 así: “La acción de tutela no procederá… Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto” 
Al respecto debe citarse también lo expuesto por la Corte Constitucional en Sentencia T-045 de 2011: 

3. Procedencia excepcional de la tutela contra actos administrativos que reglamentan un concurso de méritos  ( …) 3.1. El numeral 5 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela no procede cuando se trata de actos de carácter general, impersonal y abstracto. En ese sentido, la Corte ha indicado que la acción de tutela no procede para controvertir actos administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de concurso de méritos. Lo anterior se debe a que dada la naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela, quien pretenda controvertir el contenido de un acto administrativo, debe acudir a las acciones que para tales fines existe en la jurisdicción contencioso administrativa. Sin embargo, esta Corporación también ha señalado que existen, al menos, dos excepciones a la regla antes señalada: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
Teniendo en cuenta las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que las señoras Ángela María y Nancy tienen la posibilidad de hacer uso de los mecanismos legales como son las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho o nulidad simple, en las que se puede solicitar incluso la suspensión provisional de los actos administrativos que consideran violatorios de sus derechos.
En concordancia con lo anteriormente expuesto, emerge con meridiana claridad que en el caso que concita la atención de la Sala, no queda alternativa diferente declarar improcedente el amparo constitucional invocado. 
En virtud de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por las señoras ÁNGELA MARÍA LÓPEZ JARAMILLO y NANCY AGUIRRE RAMÍREZ en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil.  

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes, conforme a lo previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del mismo decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Magistrado 

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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